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Breve aproximación al sistema procesal italiano*
Livio PEPINO

1. El nuevo proceso penal italiano (aprobado
mediante Decreto del presidente de la República
nº 447/1988, de 22 de septiembre, que entró en vi-
gor un año después) tiene ya quince años: tiempo
razonable para una experimentación adecuada y
para algunas valoraciones de sistema.

Uso deliberadamente la expresión "valoración de
sistema" porque el Código Procesal de 1988 fue
una obra legislativa ambiciosa. No simplemente un
ajuste del rito precedente sino el paso de un proce-
so inquisitivo a un proceso de impronta acusatoria,
aunque temperada.

El código procesal vigente hasta los años 80 (pu-
blicado en 1930, pero que sufrió diversas reformas
legislativas y otras debidas a sentencias de la Corte
Constitucional) diseñaba un rito "inquisitivo con ga-
rantías": las investigaciones de mayor relevancia
eran competencia del juez instructor, e incluso
cuando estaban atribuidas al fiscal (en la llamada
instrucción sumaria) aparecían rodeadas de requisi-
tos y garantías similares; las actuaciones realiza-
das en el curso de la investigación tenían pleno va-
lor probatorio; el juez del enjuiciamiento era no sólo
el árbitro sino el protagonista de la averiguación
(encargado, entre otras cosas, del examen de los
testigos e imputados); gracias a la formalización de
las diligencias de la instrucción (y a su aludido ple-
no valor probatorio), el proceso, en la práctica,
terminaba siendo prevalentemente escrito, con un
juicio reducido a simple momento de confirmación
por los imputados y testigos de lo ya declarado en
la fase anterior); el régimen de recursos era amplí-
simo (doble instancia y casación) para cualquier
proceso y cualquier delito, y lo mismo tratándose
de impugnaciones en materia de libertad.

El Código de 1988 nació con el propósito decla-
rado de subvertir tal sistema realizando un proceso
de partes, caracterizado por la formación de la
prueba exclusivamente en el juicio oral y con con-
tradicción. Quince años después cabe decir, sin
temor a ser desmentido, que este proyecto se ha

* Texto de la intervención que tuvo lugar el día 4 de junio de
2002, en el curso titulado Sistemas europeos de justicia procesal
penal, organizado por el Consejo General del Poder Judicial. Lo
solicitado fue una exposición de los rasgos fundamentales del mo-
delo procesal penal italiano introducido mediante el Decreto del pre-
sidente de la República nº 447/1988, de 22 de septiembre y de los
problemas más relevantes suscitados desde el primer momento de
su aplicación. No se trata, pues, de hacer una descripción circuns-
tanciada y analítica de ese sistema, que sería inútil intentar (incluso
porque la necesidad de ofrecer más evidentes y comprensibles
afinidades y divergencias con otros modelos me ha inducido a con-
centrarme sobre éstas, renunciando a la pretensión de hacer un
tratamiento más completo y de abundar en la exposición de ciertos
detalles, a pesar de que podrían ser significativos).

visto realizado sólo a medias (o incluso en menor
medida ... ), porque la lección de los hechos ha im-
puesto, sobre la marcha, modificaciones reiteradas
y profundas en puntos decisivos.

2. Antes de entrar en el detalle es útil señalar los
problemas y los obstáculos con que se ha topado el
nuevo rito y que han sido la causa no última de su
(parcial) desnaturalización. Señalaré tres.

a1) El carácter abstracto del nuevo sistema, como
elaborado en un despacho, sin una profunda implica-
ción de los operadores y sin previa experimentación
en áreas territoriales reducidas. La experimentación,
obviamente, habría planteado problemas constitucio-
nales relevantes, pero su ausencia, en el momento de
la entrada en vigor del texto, fue determinante de tales
carencias e insuficiencias organizativas que determi-
naron una inmediata acumulación retraso y una am-
plia desconfianza en las reales posibilidades de fun-
cionamiento.

a2) La falta de aceptación cultural del cambio por
parte de un consistente porcentaje de la magistratu-
ra, convencida de que el nuevo sistema se había
adoptado para (o, en cualquier caso, habría produ-
cido el efecto de) frenar la actuación de fiscales y
jueces haciendo imposibles, o extremadamente di-
fíciles, investigaciones y procesos dotados de un
mínimo de complejidad. Los hechos han demostra-
do que no era así (nunca se habían desarrollado en
Italia procesos por gravísimos delitos de mafia y
corrupción como los de los primeros 90) pero, so-
bre todo en los primeros años, el nuevo código fue
sometido a un número de cuestiones de inconstitu-
cionalidad sin precedentes, relativas a todos los
nudos más importantes, e incluso surgió dentro de
la magistratura un grupo organizado (Movimiento
por la reforma del código), cuya razón social era,
si no el retorno al antiguo, sí un cambio sustan-
cial de la estructura del proceso renovado. Un
código -cualquier código- vive y se consolida en
la experiencia aplicativa; en otros términos, necesi-
ta sedimentarse. La ausencia de esta fase, sustitui-
da, precisamente, por su opuesta (es decir, por los
continuos sobresaltos debidos a las sucesivas de-
claraciones de ilegitimidad constitucional y a las
frecuentes y a menudo contradictorias novelas le-
gislativas) incrementó la dificultad de un funciona-
miento regular y de un ajuste interpretativo del sis-
tema.

a3) La particular situación de la criminalidad de
algunas regiones del país (en particular la estructu-
ra de las diversas mafias como verdaderas y pro-
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pias instituciones paralelas) y la contingencia políti-
ca (caracterizada por una elevada conflictividad en-
tre política y magistratura). Estos fenómenos pro-
dujeron una superposición de novelas legislativas
de signo contrario (a veces para preservar pruebas
adquiridas en las investigaciones, otras para intro-
ducir garantías meramente formales o auténticos
obstáculos en la lineal evolución del proceso) que
contribuyeron a acentuar incertidumbres y dieron
lugar a enormes bandazos interpretativos (baste
pensar que algunos procesos, incluso de duración
no excesiva, han tenido que vérselas con cuatro
regímenes sucesivos diversos de formación y valo-
ración de la prueba ... ).

3. Pero pasemos al examen de las características
de fondo del proceso de 1988 (las únicas de que
me ocuparé), comenzando por el cuadro de los ór-
ganos judiciales que intervienen en él.

El órgano de investigación y acusación es el mi-
nisterio público, articulado en procuras de la Repú-
blica ante los tribunales y las cortes de apelación.
En Italia, el número actual de fiscales es de poco
más de 2.000 para 55 millones de habitantes, fren-
te a 3.000 jueces con funciones penales. La selec-
ción de jueces y fiscales es común y resulta posible
el paso de una a otra función, en el curso de la ca-
rrera. La organización del ministerio público (que
responde al principio de jerarquía atenuada) es
plenamente independiente del Gobierno y del mi-
nistro de Justicia.

Son órganos judiciales de primer grado los tribu-
nales y las cortes di assise1

• Los tribunales son ór-
ganos que conocen en régimen colegiado (con tres
componentes) de los delitos que les están atribui-
dos de manera específica (robos y extorsión agra-
vada, secuestro de personas con fines de extor-
sión, agresiones sexuales, los delitos más graves
en materia de armas y estupefacientes, asociación
para delinquir, delitos en materia de terrorismo y
corrupción, delitos societarios, etc.) y con un solo
magistrado de todos los demás. Las cortes di assi-
se (compuestas por dos jueces togados y seis jue-
ces populares designados por sorteo) son compe-
tentes para los delitos de sangre y para los más
graves delitos contra la personalidad del Estado.

El juicio de segunda instancia está encomendado
a las cortes de apelación (compuestas por tres jue-
ces) y a las cortes di assise de apelación (com-
puestas por dos magistrados togados y seis jueces
populares designados por sorteo).

En fin, el juicio de legitimidad está atribuido a la
Corte de casación, de la que forman parte, en el
sector penal, cerca de 120 magistrados (consiglien)
y que juzga en secciones de cinco.

4. Los principios constitucionales que conforman
el marco en que se mueve el sistema procesal son
esencialmente cinco.

b1) El de obligatoriedad de la acción penal (art.

1 A ellos hay que añadir, en realidad, los jueces de paz y los tri-
bunales de menores, de los que aquí no puedo ocuparme. Son ór-
ganos que operan en sectores específicos y con procedimientos
diversificados.
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112 de la Constitución: "El ministerio público está
obligado a ejercitar la acción penal") proclamado de
forma rígida y sin excepciones. En particular, el
único correctivo al respecto (presente por ahora só-
lo en el proceso de menores y en el seguido ante el
juez de paz) es la posibilidad de absolución "por
irrelevancia del hecho" en el caso de delitos de
modesta entidad y de ocasionalidad del comporta-
miento.

b2) El del justo proceso y de la formación contra-
dictoria de la prueba (art. 11,2 Y 4 de la Constitu-
ción: "Todo proceso se desarrollará de forma con-
tradictoria entre las partes, en condiciones de
igualdad, ante un juez tercero e imparcial. (...) El
proceso penal se rige por el principio de contradic-
ción en la formación de la prueba. La culpabilidad
del imputado no se puede probar mediante decla-
raciones de quien, por libre decisión, se haya sus-
traído siempre y voluntariamente al interrogatorio
por el imputado o su defensor").

b3) El principio de duración razonable (art. 111,2
in fine de la Constitución: "La ley asegurará la du-
ración razonable del proceso").

b4) El principio de la motivación (art. 111,6 de la
Constitución: "Todas las decisiones jurisdiccionales
deberán ser motivadas"), que rige también para las
sentencias dictadas por las cortes di assise y para
las cortes di assise de apelación.

bS) El carácter de recurribles en casación de to-
das las sentencias y de todas las decisiones Iimita-
tivas de la libertad personal (art. 111,7 de la Consti-
tución: "Todas las sentencias y resoluciones sobre
la libertad personal, pronunciadas por los órganos
judiciales ordinarios y especiales, son recurribles
en casación por violación de ley").

5. Tras lo expuesto, es posible pasar ya a la des-
cripción del proceso tipo diseñado por el Código de
1988, comenzando por la fase de las investigacio-
nes preliminares (donde el atributo "preliminares"
es indicativo de su carácter ni procesal sino prepa-
ratorio y funcional con respecto al proceso en sen-
tido estricto).

Las investigaciones preliminares corresponden en
exclusiva al ministerio pÚblic02 y tienen como fin no
la formación de la prueba sino la búsqueda y la in-
dividualización de los elementos y de las fuentes
de prueba (preparatorios de la actividad del enjui-
ciamiento). La filosofía del nuevo proceso es que el
ministerio público es el dominus de las investiga-
ciones, en las que puede moverse con libertad y
con soltura, pero sin consolidar elementos probato-
rios utilizables en relación con el imputado. Su ac-
tividad (que se extiende al interrogatorio del inves-
tigado, al examen de los testigos, a la realización
de registros y embargos y de cualquier otra diligen-
cia de búsqueda de pruebas) tiene una función

2 Eventualmente, junto a las investigaciones del fiscal pueden
producirse las investigaciones defensivas, previstas en la ley nO
397/2000, de 7 de diciembre. Limitaciones de espacio hacen impo-
sible abordarlas aquí, incluso de forma sumaria; pero es oportuno
recordarlas porque su presencia (aunque sea sólo eventual) es un
rasgo caracterizador de un proceso que estima necesario, para el
fin de descubrimiento de la verdad, el concurso y la contradicción
de las partes.



preparatoria respecto del proprium del proceso, que
sólo se produce en presencia del juez. Por eso, al-
gunas actuaciones, necesarias en el curso de la in-
vestigación pero que responden a finalidades di-
versas (como las limitaciones de la libertad
personal o la fijación de "fragmentos" de prueba)
están sustraídos al fiscal y deben ser solicitados al
juez para las investigaciones preliminares (gip). Es-
tas son las hipótesis principales:

c1) La interceptación de conversaciones o comu-
nicaciones, que, a petición del fiscal, pueden acor-
darse por el gip, mediante resolución motivada, só-
lo en las causas por delitos específicamente
indicados en la ley [delitos no culposos castigados
con cadena perpetua (erga5tolo) o reclusión por un
máximo superior a cinco años, delitos relacionados
con las armas, estupefacientes, contrabando y por-
nografía, injurias, y algunos otros] en presencia de
"graves indicios de delito" y cuando la medida sea
de absoluta necesidad para la continuación de las
investigaciones.

c2) Las resoluciones limitativas de la libertad per-
sonal (prisión preventiva, arrestos domiciliarios,
prohibición y obligación de residencia, alejamiento
del domicilio familiar, prohibición de salir del país),
permitidos para los delitos conminados con pena
máxima no inferior a cuatro años (prisión provisio-
nal) o bien superior a tres años (las restantes medi-
das) y que podrá adoptar el gip cuando concurran
graves indicios de culpabilidad, exista riesgo de
contaminación probatoria, peligro de fuga o proba-
bilidad de comisión de nuevos (graves) delitos.

c3) La práctica de forma contradictoria, a petición
del fiscal o de la defensa, de actuaciones en alguna
medida irrepetibles (de manera que así resulta po-
sible la posterior utilización como elementos de
prueba). El instituto, llamado incidente probatorio,
está destinado, esencialmente, al examen de testi-
gos cuando existe duda sobre la posibilidad de que
sean oídos (o de que puedan prestar un testimonio
genuino) en el juicio oral, por razones de salud u
otro grave impedimento o por exposición a amena-
za o violencia; al interrogatorio de coimputados, la
identificación de personas, las pericias sobre cosas
o lugares que estén expuestos a sufrir modificacio-
nes.

Las investigaciones preliminares están sujetas a
términos máximos reducidos (seis meses o un año,
prorrogables por el juez hasta dieciocho meses o
dos años). Las diligencias practicadas una vez
transcurridos aquéllos no podrán ser utilizadas en
ningún caso. La posibilidad de reanudación de las
actuaciones está subordinada a la autorización del
juez en caso de "exigencia de nuevas investigacio-
nes".

6. Una vez concluidas las investigaciones preli-
minares, al menos en el proceso tipo (hay supues-
tos de citación directa a juicio, cuando éste se ce-
lebra ante un solo magistrado), el fiscal insta del
gip el archivo (cuando falten elementos para conti-
nuar el procedimiento) o el envío a juicio del impu-
tado (apoyando la solicitud con la aportación de los
autos).

La solicitud de envío a juicio determina la cele-
bración de la audiencia preliminar ante el gip
(siempre unipersonal). Esta audiencia, con la nece-
saria presencia del ministerio público y de la defen-
sa, tiene carácter de filtro, para evitar juicios inúti-
les, para organizar la continuación del pro-
cedimiento y para hacer posible el acceso del im-
putado a ritos alternativos. En coherencia con este
planteamiento, los resultados de la audiencia pre-
liminar pueden ser tres:

d1) Sentencia de no haber lugar a proceder (que
cierra definitivamente la causa) en caso de inexis-
tencia del delito, cuando el imputado sea ajeno al
mismo o concurra cualquier causa de improcedibi-
lidad, y también si lilas datos aportados por la in-
vestigación son insuficientes, contradictorios o in-
idóneos para sostener la acusación en juicio".

d2) Auto disponiedo la apertura del juicio y fijando
la fecha ante el tribunal competente (con formación
de los autos para la vista, que deberán contener
únicamente las actuaciones irrepetibles y las pro-
ducidas en trámite de incidente probatorio; pues la
prueba ha de formarse en contradictorio y, por esta
razón, el juzgador no debe tomar conocimiento de
las actuaciones propias de las investigaciones pre-
liminares).

d3) El acceso, por iniciativa del imputado, a un ri-
to alternativo o negocial o su celebración (en parti-
cular el juicio abreviado o la aplicación de la pena a
solicitud de las partes) para la resolución pactada o
anticipada del proceso.

7. Los rasgos caracterizadores del juicio oral
(abierto por la indicación por las partes de los
hechos que pretenden probar, y que puede cele-
brarse en contumacia del imputado) son:

e1) El ámbito material del enjuiciamiento viene
dado por las pretensiones de las partes, a las que
compete indicar los elementos de prueba. El juez
se limita a pronunciarse sobre la admisibilidad de
las pruebas propuestas y puede disponer, incluso
de oficio, la asunción de nuevos medios de prueba,
sólo "concluida la práctica de las pruebas" intere-
sadas por las partes y "si resulta absolutamente ne-
cesario".

e2) La práctica de las pruebas declarativas (exa-
men de testigos e imputados de delitos conexos) se
produce por el sistema de la cross examination, es
decir, mediante el examen y el contraexamen di-
recto por las partes, y el juez puede sólo señalar a
estos temas de prueba nuevos o más amplios,
cuando sean útiles para que ese examen resulte
más completo, y formular preguntas sólo "después
del examen y del contraexamen".

e3) Las declaraciones testificales practicadas en el
curso de las investigaciones preliminares pueden ser
leídas o utilizadas sólo cuando han tenido lugar en ré-
gimen de incidente probatorio, resulten irrepetibles por
hechos o circunstancias imprevisibles (como la muer-
te de un declarante) o por falta de comparecencia de
persona residente en el extranjero, o que no acepta
someterse al examen en juicio "cuando existen datos
concretos para entender que el testigo ha sido objeto
de violencia, amenaza, ofrecimiento o promesa de

99



dinero o de otros beneficios para que no declare o lo
haga en falso". Las declaraciones producidas en la fa-
se de investigación (e incorporadas a las actuaciones
del fiscal) pueden ser utilizadas para cuestionar el
contenido de las declaraciones realizadas en el juicio,
pero son utilizables "sólo para valorar la credibilidad
del testigo',3. No se admite el testimonio sobre las de-
claraciones del imputado en el curso del procedimien-
to ni sobre las prestadas forma/mente ante la policía,
por testigos o personas informadas de los hechos.

8. El sistema de 1998 prevé, junto al proceso tipo
(a que se ha venido haciendo referencia), algunos
ritos alternativos, destinados a deflacionar el juicio
oral, es decir, a simplificar el iter procedimental.
Por razones de espacio, aquí sólo pueden ser su-
mariamente indicados. Son los siguientes:

f1) La "aplicación de la pena a solicitud de las
partes", o pacto (patteggiamento), que consiste en
la aplicación por el juez de la pena convenida por
el imputado y el fiscal (lo que cabe cuando la san-
ción a imponer en concreto, teniendo en cuenta las
circunstancias atenuantes y reducida hasta en un
tercio, no exceda de dos años de privación de Iiber-
tad)4, El incentivo para el imputado está en la re-
ducción de hasta un tercio de la pena en concreto
(con posibilidad de concesión de la suspensión
condicional de la misma), el carácter no público del
procedimiento. la exclusión de las costas y de las
penas accesorias, la extinción del delito y de sus
efectos penales en el caso de que no se cometan
nuevos delitos durante los cinco años siguientes (o
en los dos siguientes, si se trata de faltas).

f2) El "juicio abreviado", que alguien ha caracteri-
zado como la variante inquisitiva del proceso, acti-
vable a solicitud del imputado y consistente en un
juicio a tenor de lo que resulta de los autos, es de-
cir, según las pruebas contenidas en las actuacio-
nes del fiscal5. Este procedimiento puede seguirse
sin limitaciones derivadas del tipo de delito enjui-
ciado, y el incentivo para el imputado está en la
disminución de un tercio de la pena y en la ausen-
cia de publicidad.

f3) El giudizio direttissimo, es decir, la celebración
de la vista, por iniciativa del fiscal, ad horas (o, en
todo caso, en brevísimo lapso de tiempo) y pres-
cindiendo de la audiencia preliminar, para el impu-
tado detenido in fraganti o confeso.

f4) El "juicio inmediato", que también supone sa/-
tarse la audiencia preliminar y que es activable por
el fiscal o por el imputado "cuando de las actuacio-

3 Con un ejemplo sencillo, esto quiere decir que si, en el curso de
las investigaciones preliminares, el testigo de un robo o de un
homicidio dijo haber visto a los autores del delito alejarse a bordo de
un automóvil rosa y, en el juicio, modifica esa afirmación en el sen-
tido de que el auto era blanco, las primeras declaraciones (leidas
en la vista con objeto de evidenciar el contraste) pueden utilizarse
para considerar no creíble al testigo y su nueva versión, pero no
para entender probado que el auto era efectivamente rosa.

4 Ya redactado este texto, se ha publicado la ley 134/2003, de 12
de junio, que prevé la ampliación del patteggiamento (sin exclusión
de las costas procesales y de las penas accesorias y sin posibili-
dad de extinción en el caso de que no se delinca durante cinco
años) cuando la pena privativa de libertad que en concreto vaya a
im~onerse no supere los cinco años.

El juicio abreviado a que se hace referencia es el originario; que
ha sido sensiblemente modificado por ley 479/1999, de 16 de di-
ciembre.

100

nes surge la evidencia de la prueba" o el imputado,
citado para comparecer ante el primero, no lo hace.

f5) El "procedimiento por decreto", en virtud del
cual, cuando el delito imputado sólo esté castigado
con pena pecuniaria (incluso en sustitución de otra
privativa de libertad), ésta se aplica por decreto, sin
audiencia preliminar ni juicio oral, reducida a la mi-
tad de la legalmente prevista.

9. No obstante las expectativas y las esperanzas
suscitadas, el sistema procesal que se ha descrito
ha provocado multitud de problemas en su aplica-
ción y, como se ha dicho, ha sido sustancial mente
modificado a lo largo de estos años. En la necesi-
dad de detenerme únicamente en los puntos noda-
les de política judicial atinentes al nuevo rito, me
limitaré a señalar las dos apuestas perdidas del
Código, que han determinado las modificaciones (o
las integraciones) más profundas y que mantienen
heridas aún no cerradas: la imposibilidad de ges-
tionar el proceso, por razones cuantitativas y la in-
satisfacción que produce el régimen probatorio.

En cuanto a lo primero, el impacto fue inmediato,
con los problemas señalados desde el principio por los
observadores más experimentados de los sistemas
anglosajones, en particular, los tiempos procesa/es. La
formación de la prueba en el juicio oral comporta, por
razones organizativas y estructurales, tiempos incon-
mensurablemente más largos de los necesarios en el
proceso inquisitivo (sin que se produzca un sensible
ahorro de tiempo y energías en la fase de investiga-
ción). No hace falta acudir a ejemplos, bastando re-
flexionar sobre la diferencia que existe entre el exa-
men cruzado de un testigo (o de ciento) sobre cada
circunstancia, incluso secundaria, de su conocimiento,
y la pregunta del presidente al mismo testigo (o a los
ciento) sobre si tienen que modificar o integrar las de-
claraciones ya prestadas y válidamente incluidas en
las actuaciones ... Es inútil añadir que la dilatación del
tiempo comporta no sólo retrasos intolerables en la
resolución de los procesos, sino también resultados
devastadores desde el punto de vista de la determina-
ción probatoria de los hechos (por la dificultad de con-
cretar los recuerdos a distancia de años, que aquejará
al declarante más preciso ...) y del transcurso de los
plazos de prescripción de los delitos sancionados con
penas medias.

La posibilidad de hacer gestionable el sistema pasa-
ba por la adopción masiva de los ritos alternativos
(según el modelo estadounidense, en el que más del
90% de los procesos se decide por medio de pactos y
al margen del juicio oral). Esto no ha sucedido en Italia
(salvo, en parte, en algunos ámbitos territoriales) por
una serie de razones: g1) por desconfianza de jueces
y abogados, que han preferido -a veces por razones
opuestas- no abandonar el rito ordinario; g2) porque
la presencia, ineludible, de la doble instancia y del re-
curso de casación aproxima en todo caso los tiempos
de la prescripción y es un potente incentivo para dila-
tar el trámite, en la esperanza de conseguir ese objeti-
vo; g3) porque en un sistema en el que las penas le-
gales oscilan entre mínimos y máximos muy
distantes, la misma disminución de la pena en un ter-
cio, prevista en el juicio abreviado, es una suerte de



lotería (pudiendo muy bien suceder que la pena infli-
gida en el rito ordinario, partiendo del mínimo legal,
sea inferior a la aplicada en el rito abreviado con la
reducción de un tercio...); g4) porque la limitación del
patteggiamento a las penas no superioresen concreto
a dos años limita de manera significativa el recurso a
ese instrumento. Así, sean cuales fueren las razones,
lo cierto es que la incidencia de los ritos alternativos
ha sido globalmente muy modesta (segúndatos aten-
dibles, por debajo del 30%).

A ello se deben las crecientesdificultadespara ges-
tionar el sistema y la consiguienteintervencióndel le-
gislador,que con la ley 479/1999,de 16 de diciembre,
ha transformado profundamente el "juicio abreviado"
haciéndolo activable automáticamente a solicitud del
imputado incluso sin consenso del fiscal (privándole
así de su carácter negocial) y previendo una amplia
posibilidad de integración probatoria (eliminando de
este modo el juicio a tenor de lo que resultade los au-
tos). Lo buscado ha sido, claramente, convertir el jui-
cio abreviado en el verdadero rito ordinario. Es pronto
para opinar sobre el resultado,pero hay algo evidente
y es que se trataba de una opción necesariay, segu-
ramente, inevitable. Es posible que funcione, pero lo
cierto es que el modelo prevalentemente acusatorio
de 1988 ha dejado el puestoal modelo inquisitivo más
clásico (con posibles integracionesacusatorias), sim-
bolizado por la circunstanciade que la reducciónde la
pena, unida al juicio abreviado (negocial)pareceestar
camino de convertir, cada vez más, la elección del jui-
cio oral en una suertede agravante...

10. El segundo problema abierto tiene que ver
con el insatisfactorio régimen de la prueba (sobre
todo, aunque no sólo, en los procesos de criminali-
dad organizada). Como se ha dicho, en coherencia
con los principios del sistema acusatorio, tal régi-
men se resumía en el texto originario del código (y
se resume todavía) en la regla de juicio según la
cual "el juez no puede utilizar para la deliberación
pruebas distintas de las legítimamente adquiridas
en el juicio oral" (art. 526,1 CPP). Una regla obvia
de por sí, pues no cabe imaginar como el juez po-
dría servirse de pruebas ilegítimamente asumidas,
y que, no obstante, es fuente de no pocos proble-
mas en su aplicación, consiguientes a la (por mu-
chos cuestionada) imposibilidad de recuperación de
las declaraciones prestadas durante las investiga-
ciones. Problemas que han determinado en estos
años divergencias interpretativas, declaraciones de
ilegitimidad de algunas normas del código por la
Corte Constitucional, pulsos entre ésta y el Parla-
mento, polémicas entre magistrados y repetidas
huelgas de abogados, hasta la modificación, me-
diante ley constitucional 2/1999, de 23 de noviem-
bre, del propio artículo 111de la Constitución6

.

6 El texto de los cinco primeros apartados del artículo 11 de la
Constitución, según resulta de la ley constitucional citada son como
sigue: 1. La jurisdicción se ejerce a través del justo proceso regula-
do por la ley. / 2. Todo proceso se desarrollará de forma contradic-
toria entre las partes, en condiciones de igualdad, ante un juez ter-
cero e imparcial. La ley asegurará su duración razonable. /3. En el
proceso penal, la ley asegurará que la persona acusada de un deli-
to sea informada con reserva de la naturaleza y de los motivos de la
acusación formulada contra ella; disponga del tiempo y de las con-
diciones necesarias para preparar su defensa; tenga la facultad de

El estado actual de la normativa es el ya recor-
dado. Las pruebas declarativas preconstituidas son
inutilizables para la decisión salvo que las partes
consientan su uso o se trate de declaraciones: 9 1)
que hayan resultado irrepetibles por hechos o cir-
cunstancias que no pudieron preverse en el mo-
mento de su prestación; g2) de personas residentes
en el extranjero, que, citadas, no hubieran compa-
recido; g3) prestadas por quien después haya guar-
dado silencio en el acto del juicio o modificado las
declaraciones precedentes, cuando esta actitud de-
penda de una conducta ilícita acreditada; g4) pro-
ducidas en trámite de incidente probatorio.

El que haya declarado en el curso de las investi-
gaciones preliminares (dando lugar, quizá, a la pri-
sión provisional de decenas de personas), tiene,
por consiguiente, la amplia posibilidad de anular
totalmente su alcance, con sólo guardar silencio
durante la vista. Esto ha adquirido un relieve parti-
cular, en concreto, en procesos de criminalidad or-
ganizada, con referencia a la situación de algunos
imputados de delitos conexos que habían prestado
colaboración, pero también ha tenido manifestacio-
nes significativas en vicisitudes procesales por
hechos de corrupción y de criminalidad común. A
veces con la consecuencia de hacer del juicio oral
"lugar de silencio" y no "lugar de la palabra", que es
lo que, por definición, le corresponde.

La lamentada dispersión de la prueba (o pérdi-
da de conocimiento) que esto comporta es, en
línea de principio, un coste inevitable del canon
axiológico que considera que el juicio oral con-
tradictorio es no sólo un simple instrumento neu-
tro de adquisición de la prueba, sino una garan-
tía fundamental de su fiabilidad. Por eso, aquí, la
crítica (al menos la de quien comparte esa op-
ción en el plano de los valores) no va dirigida al
régimen probatorio existente, sino al hecho de
que falten en el sistema medidas procesales y
sancionadoras adecuadas para la tutela y pro-
tección del régimen contradictorio. En efecto, el
funcionamiento de un sistema acusatorio (o, en
todo caso, de un sistema fundado en la forma-
ción de la prueba en el juicio oral), está estructu-
ralmente ligado -como lo demuestra la expe-
riencia de los países anglosajones- a la
existencia de poderosos incentivos dirigidos a
estimular las virtudes de los ciudadanos (enten-
didas como deber de testificar y de decir verdad)
y a la existencia, también, de igualmente pode-
rosos factores dirigidos a desincentivar la prácti-
ca de vicios difusos (aquí entendidos como inte-
rés en "evitar fastidios" y no declarar). En otros
términos, la opción por un modelo como el del

interrogar o hacer interrogar, ante el juez, a las personas que decla-
ren en su contra, de obtener la citación y declaración de personas
para su defensa en las mismas condiciones que la acusación y de
adquirir cualquier otro medio de prueba en su favor; sea asistida
por un intérprete si no comprende o no habla la lengua empleada
en el proceso. / 4. El proceso se rige por el principio de contradic-
ción en la formación de la prueba. La culpabilidad del imputado no
se puede probar mediante declaraciones de quien, por libre deci-
sión se haya sustraído siempre y voluntariamente al interrogatorio
por el imputado o su defensor. I 5. La ley regulará los casos en que
la formación de la prueba no tenga lugar en régimen de contradic-
ción por consenso del imputado, por demostrada imposibilidad de
naturaleza objetiva o por efecto de conducta ilícita acreditada".
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Código Procesal Penal de 1998 hace ineludible
que sobre el imputado que, en el curso de las in-
vestigaciones, haya acusado a otros, pese el de-
ber de testificar y de decir la verdad y su viola-
ción sea sancionada (a título de falso testimonio,
y también con la revocación de los beneficios ya
concedidos o con la imposibilidad de beneficios

futuros). Haber ignorado el problema durante
diez años, y afrontarlo después con soluciones
de compromiso -como la ley 63/2001, de 1 de
marzo 7

_ que es lo que ha hecho el legislador
italiano, es una razón más de la reducida funcio-
nalidad del proceso penal renovado.

Traducción de Perfecto ANDRES IBAÑEZ

NO HAY DERECHO.
A que la dignidad del hombre y sus ideales

de paz, libertad y justicia social sean
avasallados en ningún lugar del mundo.
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lucha por ellos. ---~...• -- .••••••••••••••••••••••........ -r---

, ~' _ c.PoSt8',
, o\reCCÍÓl" 'España

Qud8d' - fI1\8C\Ó 8 '8 11 manos de .d
, ~ \nto

ó p;o DerechOS u 28006 Madn.
, lsoc\ac' 11 GaSSet,77. 2" -

osé ortega V

7 Con esta ley, la categoría de los imputados o investigados que
han prestado declaraciones erf!a. alias en el curso de las investiga-
ciones preliminares resulta diVIdida en subgrupos, con diversidad
de obligaciones y de medidas de protección según la situación pro-
cesal y la entidad de la conexión de los procedimientos.
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